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INTRODUCCIÓN 
En el cuerpo normativo más importante de nuestro país, la Constitución Política 
De la República, encontramos distintas garantías para la ciudadanía. Uno de los más 
importantes es el art 19 y que comienza “asegura a todas las personas”. Es así como en el 
numeral n°7 encontramos aquellas garantías que resguardan la libertad personal y 
seguridad individual. 
Este numeral dentro del artículo 19 es uno de los que tiene más trascendencia, ya 
que propenderá a  asegurar a todas las personas aquel valor y propiedad.  
El artículo reza “  Art 19 n°7 letra i) Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia 
absolutoria, el que hubiere sido sometido a proceso o condenado en cualquier instancia por resolución que 
la Corte Suprema declare Injustificadamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por 
el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será 
determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en 
conciencia;”.  
 
Es así como el Estado se hace cargo por aquellos “errores” que se cometen en 
materia penal, donde bajo ciertos casos calificados se puede privar de libertad. Pero en 
otros esta facultad es injustamente utilizada, ya que al dictarse una sentencia absolutoria 
o darse el caso de sobreseimiento definitivo, de igual forma se provoca esta privación.  
 
Esta situación pone una posición equivocada al sujeto juzgado, debido a que es 
inocente, pero que se encuentra privado de esa libertad que le corresponde, donde los 
hechos no son considerados de la forma correcta o se aplica el derecho de forma 
inadecuada. 
 
Para que una sentencia condenatoria sea errónea, tenga este carácter lisa y 
llanamente, sino que ese error debe encontrarse injustificado, de forma que existan 
fundamentos que sustenten tal error garrafal cometido en sede judicial. Que se vuelva a 
ejecutar un juicio respecto al hecho acaecido y que se llegue a conclusiones diversas, 
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muestra la clara inexactitud de juzgamiento de aquel acto cometido o, mejor dicho no 
cometido por el imputado. 
 
 
Las preguntas que orientarán nuestra investigación son ¿este régimen de 
responsabilidad del Estado por actos de la judicatura es suficientes en atención a la 
multiplicidad de errores que se pueden cometer en la materia? ¿Es este régimen 
respetuoso, de estándares internacionales? ¿Excluye el art. 19 n°7 i) la posibilidad de 
reclamar la responsabilidad del Estado por actos de otras judicaturas (laboral, civil, 
familia, por ejemplo)? 
 
A partir de las preguntas planteadas anteriormente, señalamos que existen 
problemas en el régimen de responsabilidad por errores judiciales, en el cual las normas 
internacionales no compatibilizan o mejor dicho, la norma regulada en la Constitución 
no está acorde con ésta, como con otras regulaciones que tratan tal error. 
 
Veremos en esta tesina además cómo  poder entablar esta acción de 
indemnización, entendiendo qué tipo de procedimiento se llevará a cabo, en qué 
tribunales, instancia etc. dónde se da la responsabilidad extracontractual del Estado, así 
como también cambios constitucionales respecto a esta norma en las distintas cartas 
fundamentales a lo largo de nuestra historia, su regulación en tratados internacionales, de 
qué se trata el error judicial propiamente tal, jurisprudencia tendiente a este tema, pero 
por sobre todo aquellos problemas y limitaciones para  conceder esta acción. 
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CAPITULO I: 
4. EVOLUCIÓN HISTÓRICA Y ANTECEDENTES DEL ERROR 
‘JUDICIAL. 
1.2. Evolución histórica. 
c)  En la Constitución 
La responsabilidad que surge por el error judicial en nuestra normativa, se sustenta 
en la Constitución Política de la República, donde la última publicación (año 1980) lo 
regula en el articulado 19 n°7 letras i). Pero no solo en esta es tratada, sino que en 
publicaciones anteriores, especialmente en  actas. 
Antes de la Constitución de 1980, la de 1925 trataba el error del juez, pero en 
Constituciones anteriores no, siendo lo único que existía era la responsabilidad personal 
del juez en el art. 11 de la Constitución de 1833, por temas relacionados con cohecho, 
falta de observancia de las leyes que reglan el proceso, y en general, por toda 
prevaricación o torcida administración de justicia.  
Por  primera vez, entonces, la Constitución anterior a la vigente, regula en el art. 20 
inc. 5” todo individuo en favor de quien se dictare sentencia absolutoria o se sobreseyere definitivamente, 
tendrá derecho a indemnización, en la forma que determine la ley, por los perjuicios efectivos o meramente 
morales que hubiere sufrido injustificadamente”. 
 Desprendiendo de la literalidad del precepto, la doctrina sostiene que no tiene 
una aplicación efectiva en el ordenamiento. Esto por la resistencia del legislador a 
aprobar la ley que señalara estrictamente cómo hacer efectiva la responsabilidad que 
tenía el Estado mediante la indemnización por error judicial.  
 Es por esta situación que la Comisión Constituyente desarrolló  la normativa que 
actualmente se encuentra vigente, donde se desarrolla con la intención de que sea 
estrictamente aplicable para ciertos casos, esto es, cuando se trate de aquel error 
inexcusable (desarrollaremos más adelante tal idea). 
En las actas constitucionales, específicamente en la n°3 (art. 1 n°6 letra f) existe 
una disposición idéntica al actual art. 19 n°7 letra i) de la CPR y reza “Una vez dictado 
sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido sometido a proceso o condenado en 
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cualquier instancia por resolución que la Corte Suprema declare Injustificadamente errónea o arbitraria, 
tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya 
sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la 
prueba se apreciará en conciencia;”. 1 
  
 Esta norma ( vigente) ha sido difícil de interpretar, no pudiendo entenderse bajo 
su tenor literal, por lo que la doctrina y jurisprudencia agotan los medios por 
interpretarlo, llegando al espíritu de la norma, a la historia fidedigna de la ley,  donde 
agotan entendimientos respecto a “ injustificado y arbitrario” , que explicaremos en otros 
capítulos. 
 A partir de las Actas de la Junta de Gobierno, podemos sacar varias conclusiones 
respecto a la aplicación de esta norma, objeto de críticas dentro de nuestra doctrina.  
 
d) Antecedentes en el Derecho Internacional. 
Como bien sabemos, los tratados internacionales en nuestro país pasan a formar 
parte de nuestra Constitución material, “teniendo plena vigencia, validez y eficacia, 
debiendo por tanto el aparato estatal someterse a ello”2.  
 
El error judicial no solo se ampara en nuestro ordenamiento jurídico nacional, sino 
que es respaldado por una serie de tratados internacionales ratificados por Chile, que 
resguardan este derecho a ser indemnizado por el error que cometen los jueces en 
materia penal. Esto sobre todo en base a tratados relacionados con Derechos Humanos, 
que se comienzan a abordar en los años 50. 
 
                                                             
1 Constitución Política de la República, Chile, 1980. 
2  GONZÁLEZ-FUENTE RUBILAR, Rodrigo  El error judicial en Chile a través de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos,  volumen 20 n°4, European Review of Public Law ,2008,  
1349-1412. 
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El artículo 5 de la “Convención Europea de Salvaguardia de los Derechos del 
Hombre y de las Libertades Fundamentales”, será el génesis en cuanto a regulaciones en 
área internacional. Esta señala “toda persona víctima de un arresto o de una detención, en 
condiciones contrarias a las disposiciones del presente artículo, tiene derecho a una reparación”. 
Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del año 1966, 
también ratificado por Chile, asegura en su artículo 9 n°5 “ toda persona que haya sido 
ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación”.  Además en este mismo 
pacto, en su articulado 14 n°6 integra “ Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido 
ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho 
plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como 
resultado de tal sentencia, deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es 
imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido”. 
 
También el Pacto de San José de Costa Rica (o Convención Americana de Derechos 
Humanos) del año 1969, en su artículo 10 consagra: “Toda persona tiene derecho a ser 
indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial”. 
Conforme a esto podemos afirmar  que se rige acorde a la ley, al igual que 
nuestro precepto constitucional (aún cuando sea dicha aplicación de forma excepcional y 
restrictiva). 
A partir de este pacto,  podemos clasificar en tres grupos las leyes aplicables al error 
judicial y son: “ 
- Las que establecen derechos reconocidos por el pacto. 
- Las que hacen referencia a las obligaciones contraídas por el Estado. 
- Las que señalan normas referentes a la interpretación de los derechos”.3 
 
                                                             
3
  GONZÁLEZ-FUENTE RUBILAR, Rodrigo  El error judicial en Chile a través de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos,  volumen 20 n°4, European Review of Public Law ,2008, página 33. 
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Con esto, debemos comprender que este artículo existe como garantía, pero nos 
cuestionamos qué tan real llega a ser en la práctica. Esto porque tenemos en cuenta que 
la Corte Suprema, será el superior jerárquico que determinará si la resolución es errónea 
o arbitraria, más bien determinará si procede o no la indemnización por error judicial. 
Por su parte, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, supone una forma de reparar los perjuicios de las víctimas en 
cuanto a los delitos señalados en el título de esta convención. Esta fue publicada en el 
año 1988 señalando en su artículo 14 lo siguiente:  
“1. Todo Estado Parte velará porque su legislación garantice a la víctima de un acto de tortura la 
reparación y el derecho a una indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para su 
rehabilitación lo más completa posible. En caso de muerte de la víctima como resultado de un acto de 
tortura, las personas a su cargo tendrán derecho a la indemnización. 
e) Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará cualquier derecho de la víctima o de otra 
persona a indemnización que pueda existir con arreglo a las leyes nacionales”. 
En nuestro ordenamiento jurídico, el derecho internacional se recoge de forma 
progresiva en el artículo 5 n°2 de nuestra Constitución, que supone un mecanismo que 
coordina los principios del “debido proceso”, buscando reclamar por la vía de los 
recursos aquellas transgresiones que pueden surgir, con el fin de asegurar la reparación al 
afectado.  
“El cumulo de garantías reunidas bajo la fórmula que se denomina “due process of law” en la 
terminología anglosajona, o “debido proceso”, apunta a resguardar  de la forma más equilibrada posible 
los derechos tanto de los inculpados como los de la víctima o de la sociedad y aún del órganos 
jurisdiccional, con el objeto último de asegurar el adecuado funcionamiento de la administración de 
justicia y alejar hasta donde la falibilidad del humano juicio lo permite –el fantasma del error judicial-
”.4 
 
                                                             
4  HERNÁNDEZ EMPARZA, DOMINGO,  Error Judicial: Ensayo de interpretación constitucional, Revista lus 
et Praxis (año 5, N° 1), página. 463, Universidad de Talca, 1999; Pagina 5 
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Entendemos que los tratados citados, hacen referencia al resarcimiento específico de 
la afectación que provenga del error judicial en área penal, por lo que podemos entender 
que es excluyente a las demás áreas del derecho en donde pueda surgir también 
desperfecto en la etapa de juzgamiento.  
 
Así como es excluyente en el área, es limitante en cuando a quién deberá repararlo, 
esto es, que tales convenciones suponen como instrumento reparador la aplicación 
efectiva a nuestra ley, por lo que efectúa un deber de carácter imperativo para el Estado 
de repararlo, donde en la práctica será difícil de aplicar.  
Aún cuando sea limitante, la norma recogida en  el P.I.D.C.P (artículo 9 n°5 ya 
citado), supone un resguardo a los “detenidos”, por lo que contraria lo señalado por el 
principio aceptado, donde se resarce a aquellos condenados o procesados 
injustificadamente.  
 Por lo tanto la indemnización a la luz de los tratados internacionales es más amplia 
que la misma norma nacional, ya que esta última como bien dijimos, se limita a cierto 
perfil de personas que ven conculcado su derecho de libertad personal, siendo más difícil 
la aplicación por tanto en el orden interno, que externo. 
4.2 ANALISIS NORMATIVA VIGENTE. 
c. Constitución Política de la República. 
Luego de los antecedentes dados y evolución de la norma tanto en nuestra 
Constitución Política de la República, como en Tratados Internacionales ratificados por 
Chile, debemos establecer  de qué se trata la normativa ya citada. Esto porque su 
aplicación será distinta en cada caso que se trate, sea en base a la Constitución o demás 
normativa Internacional reinante en nuestro país.  
La norma vigente respecto al erróneo juzgamiento, art. 19 n°7 letra i)  de la 
Constitución de 1980  y contrastada con el anterior artículo 20 de la Constitución de 
1925, posee un carácter más independiente para su aplicación. La norma anterior 
requería por ende otra ley para hacerla aplicable,  señalando claramente en el precepto 
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“en la forma que determine la ley”,  ley que nunca existió y, que por ende la hacía dependiente 
para llevarse a la práctica.  
A pesar de la supuesta independencia del nuevo artículo, es necesario analizar  qué 
tipos de responsabilidades pueden surgir dentro del proceso penal, sin ir más allá sobre 
todo de la que recae en el Ministerio Público, órgano independiente en el proceso y que 
su rol el área investigativa del caso, que eventualmente podrá gatillar en incurrir error y 
posterior juzgamiento injusto del imputado. También intervienen en el proceso otros 
sujetos procesales  tales como la policía de investigaciones, carabineros de Chile y otros 
funcionarios de la fuerza pública. 
Someramente decimos que la responsabilidad que tiene el Estado en el caso que nos 
convoca, rectificado por la norma Constitucional vigente señala que dichos órganos, que 
llamaremos “fuerzas públicas” que ayudan en el proceso penal serán excluidas de 
responsabilidad. Esto porque sobre quien exclusivamente recae la responsabilidad por el 
error incurrido es del juez que tiene el rol de juzgar los hechos  constitutivos de delito o 
que acrediten inocencia del imputado.  
Como podemos desprender del análisis respecto de quien recae la responsabilidad, 
nos damos cuenta que, esta indemnización sólo se dará en un proceso penal, donde 
quien se ve perjudicado por la sentencia errónea, es decir, el imputado es amparado por 
las garantías que establece nuestra Constitución, Código Procesal Penal y demás leyes 
que reconocen a tal.  
Como bien dice el artículo 7 del Código Procesal Penal “Calidad del imputado. Las 
facultades, derechos y garantías que la Constitución Política de la República, este Código y otras leyes 
reconocen al imputado, podrán hacerse valer por la persona a quien se atribuye participación en un hecho 
punible desde la primera actuación del procedimiento dirigido en su contra y hasta la completa ejecución 
de la sentencia”5.   
Esto lo afirma Domingo Hernández Emparza diciendo que “  el cúmulo de garantías 
reunidas bajo la fórmula del denominado “ due process of law” en la terminología anglosajona, o “ 
debido proceso”, apunta a resguardar en la forma más equilibrara posible los derechos tanto de los 
                                                             
5 República de Chile, Código Procesal Penal. 
12 
 
inculpados como los de la víctima o de la sociedad y aún del órgano jurisdiccional, con el objetivo último 
de asegurar un adecuado funcionamiento de la administración de justicia y alejar-hasta donde la 
falibilidad del humano juicio lo permite- el fantasma del error judicial”6. 
 
Ahora bien,  luego de entender que dicha responsabilidad se da en materia penal la 
letra i) del numeral 7 del artículo 19 CPR advierte situaciones respecto a cómo el sujeto 
ejerce la acción indemnizatoria. Estas son: el que  
a. Hubiere sido sometido a proceso. 
b. Condenado en cualquier instancia (posteriormente que se haya dictado 
sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria) por resolución que la 
Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitraria. 
A grandes rasgos, sabemos que lo relacionado en la letra a) “sometido a 
proceso”, mejor dicho auto de procesamiento, es del sistema de procedimiento penal 
inquisitorio, por tanto no se encuentra vigente bajo la reforma a dicho código, que es 
acusatorio. Es por tal razón que descartaremos cumplir con este requisito para pedir la 
indemnización.  
Lo señalado en la letra b) por lo tanto, nos deja entrever que solo se aceptará la 
situación de condenado, para requerir la indemnización, excluyendo más aún aquellas 
situaciones del nuevo sistema como es por ejemplo la formalización de la investigación, 
la medida cautelar llamada “ prisión preventiva, al igual que otras. Es así como restringe 
de forma radical sobre quienes procederá. 
 Como señala la norma también procederá respecto de situaciones 
“injustificadamente errónea o arbitraria”. Relacionándolo con los casos en que procede, como 
bien deducimos, solo procede respecto al condenado, por tanto la resolución que se 
configura como injustificadamente errónea o arbitraria no podrá ser, por ejemplo la 
prisión preventiva, ya que no se declara como condenado al imputado, sino que solo se 
                                                             
6 .HERNÁNDEZ EMPARZA, Domingo, Error judicial: ensayo  de análisis constitucional, ius et praxis, año 
1999, volumen 5, Universidad de Talca, Chile, página 463. 
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establece una medida cautelar personal, por lo que en caso de equivocación en su 
juzgamiento no podrá pedir indemnización por tal hecho acaecido.  
 A mayor abundamiento, la dictación del sobreseimiento definitivo o la 
absolución, supondrán por ende que no se logró establecer la inocencia del imputado. 
Este hecho como bien hemos dicho, no configurará entonces la situación de condenado 
que es necesaria para reclamar la indemnización. 
 
d. Tratados internacionales. 
Como bien hemos visto, la indemnización también se encuentra respaldada por 
aquellos Tratados Internacionales ratificados por nuestro país, sobre todos aquellos que 
amparan los Derechos Humanos. 
Como señala  Domingo Hernández supone que la reparación será “solo de los 
daños que sean consecuencia de errores o abusos cometidos en el ejercicio de la jurisprudencia penal,”7  . 
Por dicha razón entendemos también que en el ámbito internacional habrá una 
aplicación restringida y como bien sabemos sólo respecto de la jurisprudencia penal.  
Así como dijimos en el ítem anterior,  los tratados internacionales podrán tener 
una aplicación mucho más amplia respecto a la normativa nacional. En base  a dicha 
manifestación, el artículo 5 n°2 de nuestra norma fundamental ayuda a que se 
sistematicen los principios que garantizan el debido proceso, por lo que ante una 
eventual infracción se podrán resarcir mediante recursos para asegurar su derecho por lo 
menos a los que se encuentren afectados.  
También podemos ahondar en cuanto al rango que tienen estos tratados en 
nuestro ordenamiento jurídico, existiendo distintas teorías, donde primeramente se 
señala que tales tratados tienen rango de ley.  Aquellos que afirman esto “significaría 
                                                             
7  HERNÁNDEZ EMPARZA, Domingo, Error judicial: ensayo  de análisis constitucional, ius et praxis, año 
1999, volumen 5, Universidad de Talca, Chile, página 463. 
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suponer que los tratados internacionales, en nuestro ordenamiento jurídico interno, tienen el rango de leyes 
de la República y que la enmienda de 1989 no supuso un cambio de jerarquía de los mismos”8.  
En cuanto a dicha teoría por tanto, no sería viable señalar que los tratados 
internacionales tienen rango constitucional, ya que en el mismo artículo que citamos (5 
n° 2 CPR) solo este se remite a ratificar que no es procedente que nuestra legislación 
derogue o reforme el contenido de dicho documento, siendo regla general para cualquier 
tratado internacional respecto al “efecto de competencia”. 
Otra teoría señala que aquellos tratados que digan relación con los Derechos 
Humanos son  superiores a nuestra ley, por lo que tienen un rango Constitucional. 
Quienes apoyan esta tesis, señalan que deben enfocarse en la jerarquía de las normas que 
consagran los derechos humanos, por lo que “son los derechos esenciales que se encuentran 
garantizados en un tratado los que podrían tener un rango constitucional y no el tratado mismo”9. 
Esto puede llevar a un conflicto en base a los derechos garantizados en nuestra 
Constitución y los contenidos en los Tratados, por lo que el responsable de disolver 
dicho conflicto serán los Tribunales. 
Si se acepta esta segunda teoría entonces, el artículo 5° busca un acoplamiento en 
dicha afirmación, ya que siempre tenemos el deber de respetar la normativa internacional 
que se encuentra ratificada en nuestro país, por lo que al resolver los conflictos de 
garantías se busque por la mejor solución, en cuanto a aquel que respalde mejor dichos 
derechos  humanos garantizados. 
Sea cual sea la postura que se tome, la doctrina está de acuerdo en que al llegar la 
reforma del año 1989 se posicionan los tratados internacionales como un rango  a la par 
con la Constitución.  
 
                                                             
8  VIVANCO MARTÍNEZ, Ángela, Curso de Derecho Constitucional, aspectos dogmáticos de la carta fundamental 
del 1980, tomo II. Santiago, Chile, Ediciones Universidad Católica de Chile, 2006, página 95. 
 
9 Ídem. 97.  
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4.3 Comisión de Estudios De la Nueva Constitución. 
Dicha comisión tiene la finalidad de exponer los puntos de vista de esta respecto a la 
norma del artículo 19 n°7 letra i). Esta junta se formó en el año 1975. En dichas sesiones 
se discuten situaciones como el alcance del antiguo artículo 20 de la Constitución de 
1925, así como los objetivos del nuevo artículo para que sea aplicable, los alcances de lo 
“injustificadamente erróneo o arbitrario”, entre otros.  
La mayor importancia de citar esta Comisión de estudios es porque la intención de la 
norma no es muy clara, por tanto para poder entender e interpretar de mejor forma el 
precepto constitucional, debemos recabar información  en esta misma o en la historia 
fidedigna de su establecimiento, como bien señala el artículo 19n°2 del Código Civil.  
En el acta n°118 celebrada el 06 de mayo de 1975, se discute al final de ella respecto 
del alcance de dicha indemnización, donde el señor Ortúzar señala que “es difícil  
distinguir entre lo que es propiamente con un daño patrimonial y lo que es un daño moral”.10.  Piensa 
que se dan porque en el caso del daño patrimonial, el error judicial de la condena 
injustificada lo lleva a perder trabajo y posterior a eso ya nadie querrá contratarlo. Dicha 
disyuntiva se deja para la siguiente sesión. 
Posteriormente se levanta la sesión número 119, celebrada el 08 de mayo de 1975, en 
ella en principio dejan establecido un precepto que llegue a tener más fuerza que el 
anterior artículo 20.  
Se plantean la interrogante ¿ qué significa en el fondo  este precepto?, señalando el 
señor  Silva Bascuñán  “ En consecuencia, reitera su idea de que debe ser una ley de carácter general 
la que precise, sobre ciertas pautas- y frente a lo que, en definitiva, la justicia haya decidido noble y 
libremente dentro de la buena fe-, cuál será el sistema de indemnización, para que este no quede 
entregado, ni a la determinación de un órgano judicial, ni aun nuevo proceso, lo cual, insiste, será 
complejo y hará remota la indemnización”11.  Por lo tanto este pide que sea un órgano 
independiente y no ligado al judicial el que determine un resarcimiento y que además 
                                                             
10
 Actas Oficiales de la Comisión Constituyente, sesión 119°, Celebrada el martes 06 de mayo de 1975, 
página 28. 
11 Ídem, página 04. 
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represente a distintos sectores, ya que sería absurdo que quien ha provocado el daño 
además determine la misma indemnización. 
Pero el Señor Ortúzar, manifiesta respetuosamente la discrepancia que tiene respecto 
a esta idea de que sea un órgano distinto al Poder Judicial, debido a que “no puede ser sino 
los tribunales de justicia los llamados naturalmente a determinar una indemnización de ésta 
naturaleza”12, por lo que encuentra apropiado que ellos mismos determinen el reparo y 
provenga de este error injustificado o erróneo. 
 De igual forma discrepa con que dicha indemnización se deje en manos de una 
ley general, ya que la situación de indemnización por el error cometido es netamente 
personal y casuístico, de forma que no ve problema que lo determine un Tribunal.  
 El señor Evans, tampoco está de acuerdo con una ley general, debido a que los 
casos son muy distintos, por lo que la ley no podrá hacerse en casos, como él mismo 
dice de que se privó de libertad a alguien por un tiempo determinado y a otro por un 
tiempo más extendido, de manera que”  no puede conducir a establecer la indemnidad por días-
preso o por días- privado de libertad. El Tribunal es el que deberá ponderar en conciencia, cuando se 
discuta la especie y el monto de los perjuicios”13.  
Como Evans no está de acuerdo con que los Tribunales declaren su error, 
propone dos alternativas a esto. La primera será que aquel que conozca de la negligencia 
cometida no sea un tribunal ordinario, sino que podría llegar a ser un Tribunal que 
ampare garantías constitucionales o como una segunda opción y creo que la más 
objetiva, es que sea la misma Corte Suprema quien juzgue este tipo de error “ porque en el 
ejercicio de sus facultades directivas, correccionales y económicas, tiene un conjunto de atribuciones en 
virtud de las cuales muchas veces deja establecido que se ha procedido por el Poder Judicial o por alguno 
de sus miembros, de manera incorrecta, arbitraria y aplica sanciones”14. Entonces este sería el 
órgano más idóneo para determinar el “error judicial” y además porque en los 
procedimientos de carácter penal será este órgano el que determinará si existe sanción, si 
es inocente y, lo que señalamos, que sea injustificadamente erróneo o no.  
                                                             
12
 Actas Oficiales de la  Comisión  de Estudios de la Nueva Constitución, Sesión 119. Página 4 
13 ídem. pp. 5 
14 Idem.pp 6. 
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El señor Ortúzar, señala que será importante determinar el ámbito de 
aplicación de dicha norma, es decir, en qué casos procederá dicha disposición.  
Primero están de acuerdo en que procederá dicha disposición cuando el sujeto 
haya sido sometido a proceso, dejando excluida la situación en que éste haya sido 
detenido.  
Luego se discute respecto al Tribunal competente, donde Evans anteriormente 
dio dos opciones y que agrega en esta nueva intervención que aquella resolución que 
señala su sometimiento a proceso o privación de libertad puede ser ( y como dijo antes) 
por un Tribunal Constitucional o la Corte Suprema, siendo éstos los que den una especie 
de “ pase” para que posteriormente el sujeto que adolece de un error judicial pueda 
alegar en cede civil la acción correspondiente, es decir, podrá demandar y en caso que no 
exista la declaración de la Corte Suprema , el sujeto podrá requerirla como bien dice la 
disposición, señalando que  el proceso que corre en su contra tiene carácter de 
“erróneamente injustificado o las resoluciones que dieron lugar a privarlo de libertad 
también lo son.  Por tanto la importancia de esta declaración previa es tal que ayuda a 
accionar, como bien dijimos, en tribunales civiles, de modo que debe dársele la seriedad 
correspondiente.  
El Presidente de la comisión Constituyente, Señor Ortúzar, manifiesta 
nuevamente su opinión señalando que “ puede ser la propia sentencia absolutoria la que declare el 
error judicial y a la vez la inocencia de la persona y que no sea necesariamente la Corte Suprema la que 
lo haga”15 .  
Como última opinión respecto al tribunal que supervisará y decidirá su procede la 
indemnización,  Silva Bascuñán, señala uno de los puntos que convoca a la Corte 
Suprema como organismo encargado, donde está de acuerdo  respecto a que ésta sea la 
que falle dicha disyuntiva , declarando que existe tal error judicial, por tanto ella dará el 
“pase” para concurrir al cobro de la indemnización pertinente ( aunque insiste que debe 
intervenir un organismo distinto y amplio para determinar el monto de aquella 
indemnización). 
                                                             
15  Actas Oficiales de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, sesión 119, página 8. 
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Otro punto controvertido que cita en esta comisión este último integrante es 
respecto a los términos “injustificadamente errónea” que cita Evans. Está de acuerdo 
con esto, pero en cuanto a la “ arbitrariedad” supone que debe existir un indicio de dolo 
o culpa, por lo que ineludiblemente existirá cierta responsabilidad, pero en este caso dice 
Silva Bascuñán “ en este precepto solo debe consagrarse el derecho a la indemnización que provenga del 
error liso y llano, o sea, la equivocación que se ha producido dentro del cuidado y buena fe, porque la  
arbitrariedad ya da la idea de culpabilidad o dolo en la actuación y en este caso juega otro sistema de 
responsabilidad”16.  
A mayor abundamiento, en qué casos será injustificado el error “Cuando no hay 
elementos que intelectualmente a una mente normal puedan haberla llevado a la conclusión que llegó el 
juez. Esta es la arbitrariedad”.  Evans por tanto confunde ambos conceptos, quedando 
como equivalentes.  
Sr. Evans por ultimo señala un alcance de arbitrariedad, que se promueve en el 
área penal, siendo un proceso que para hacerlo efectivo será muy largo. Es por esto que 
cree que la responsabilidad que surge es cargo del Estado por haber nombrado a dicho 
funcionario que ha cometido dicho error y que, por ende quizás no tenía la facultad de 
juzgar (por no desempeñar bien su cargo). 
Se ponen de acuerdo entonces que la Corte Suprema será el Tribunal competente 
y además algo obvio, que será el Estado quien se encargará de facultad de hacerse cargo 
de la indemnización. Además se determinó que dicho procedimiento se llevará a cabo y 
como bien dice nuestro actual articulado en la Constitución será uno “breve y sumario”. 
 ¿Respecto a qué daños será indemnizado el sujeto en el que recae el error? Se 
tiene plena certeza de que aquellos daños que serán resarcido serán el daño moral, 
debido a que el Estado sin duda, ha provocado un perjuicio a dicha persona ante el resto 
de la sociedad (pudiendo también masificarse por los medios de comunicación), donde 
es menester que se indemnice.  
                                                             
16  Actas Oficiales de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, sesión 119,, pagina 9. 
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El otro tipo de daño que se resarcirá será el patrimonial,  ya que como dijimos, 
el haber sido juzgado erróneamente provocará un estigma ante la sociedad, incluso 
pudiendo perder su trabajo o que en un futuro no pueda encontrar otro.  
  
 
Luego de este dialogo sobre algunos temas tratados en la Comisión de Estudios 
de la Nueva Constitución y en resumen, se llega a las siguientes conclusiones según 
Francisco Zúñiga Urbina: 
“a) Ni la detención ni la citación configurarán hipótesis indemnizables, aun cuando ellas pudiesen ser 
calificadas de arbitrarias; 
b) La situación del reo cuyo auto de procesamiento es revocado, queda subordinada la dictación de un 
sobreseimiento definitivo; 
c) El individuo “condenado en cualquier instancia” en forma injusta, tiene también derecho a ser 
indemnizado; 
d) En general, se estimó que “habría injustificado error judicial cuando no hay elementos que 
intelectualmente puedan haber llevado al juez a la conclusión a que llegó”  17.  
 
 
 
 
  
 
 
                                                             
17  ZÚÑIGA URBINA, FRANCISCO, “ La acción de indemnización por error judicial. Reforma Constitucional. 
Regulación Infraconstitucional y Jurisprudencia”, Estudios Constitucionales, Año 6, n°2 , Universidad de Talca, 
Chile, 2008, página 11. 
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CAPITULO II. 
5. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO PATRIMONIAL. 
2.1 ¿Que es la responsabilidad? 
 Para poder ahondar en la responsabilidad específica que tiene el Estado ante el 
error que cometen los jueces y que queda a cargo del primero, debemos partir 
explicando qué es la responsabilidad. 
 La responsabilidad según la Real Academia Española es “Deuda, obligación de 
reparar y satisfacer, por sí o por otra persona, a consecuencia de un delito, de una culpa o de otra causa 
legal”18.  Podemos tomarnos la atribución de decir que esta situación, es muy importante 
para el ámbito del Derecho, sobre todo para el que nos ataña en esta tesina, el Derecho 
público. 
 A partir de este concepto, nos damos cuenta que la responsabilidad puede estar a 
cargo de la persona misma o hacerse cargo otra persona distinta. Este es el último caso a 
grandes rasgos que le corresponderá al Estado estar.  
   La responsabilidad de forma genérica, es una obligación, que surge por el 
daño provocado, sea a título de dolo o culposo, donde el sujeto responsable de éste 
deberá hacerse cargo de las consecuencias provocadas.  
  A partir del concepto que da la RAE vemos como se distingue aquel responsable 
mismo del daño, el sujeto pasivo y aquel que el mismo ordenamiento jurídico envía a 
reparar. Así podemos vincular aquellos mecanismos que nos ayudarán a hacer valer 
aquella responsabilidad que surgió.  
 La responsabilidad del Estado se encuentra consagrado en nuestra Constitución, 
en los artículos 6°, artículo  7° (donde se consagra el principio de juridicidad según 
Ángela Vivanco)  que configurarán el principio de legalidad (como señala Francisco 
Zúñiga y artículo 38 que consagra la responsabilidad administrativa, (que esta vez 
dejaremos de lado su acuciosa explicación, así como también  las que atañan a otras 
áreas). 
                                                             
18  Diccionario de la Real Academia Española. 20° Edición, Madrid. 1984, acepción 1. Página 1180. 
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 Luego de haber entendido que aquellos sujetos responsables del perjuicio pueden 
ser distintos de acuerdo al contexto que se ha dado, debemos distinguir que la 
responsabilidad en el Estado, sujeto que se hará cargo de la indemnización por error 
judicial, específicamente las arcas del Fisco, puede darse en distintos ámbitos; 
Responsabilidad legislativa, Responsabilidad administrativa y la que nos interesa, la 
Responsabilidad Judicial, figuras que tienden a reconocerse en el Derecho comparado.  
 A su vez, en cuanto a los funcionarios que tiene a cargo poseen otro tipo de 
responsabilidad más específico; responsabilidad civil, administrativa y penal (estando 
demás decir que tienen distintos procedimientos de juicio). 
 En este último párrafo que nos detuvimos en su personal, podemos citar además, 
recabando y desglosando que aquellos funcionarios son “particulares”, donde por lo 
tanto les compete una responsabilidad distinta, inclusive involucrando otra área del 
derecho, la del Derecho Privado, en el cual éstos se harán cargo de reparar el daño  o 
perjuicio causado a otro particular. Este sí, contiene requisitos para que se configure; 
existencia de daño, culpa o dolo, nexo causal entre estos anteriores y aquel daño 
provocado y la capacidad delictual. 
 Esta obligación que surge para aquel sujeto dañador puede ser distinta 
dependiendo si ocurrió antes de un contrato, dentro de éste o luego de haberse 
extinguido la obligación de aquel.  
 En caso que se configure la Responsabilidad de carácter penal (se da por 
transgredir leyes, acarreando una “pena”), la podemos diferenciar  como señala 
Francisco Zúñiga “en  que la diferencia esencial entre la responsabilidad penal y extracontractual dice 
relación con que aquella requiere un tipo  penal; en cambio, la responsabilidad extracontractual no está 
tipificada en la ley, basta que el hecho cause daño, sea imputable e ilícito para que exista 
responsabilidad”. 19 
                                                             
19
ZÚÑIGA URBINA, FRANCISCO, “ La acción de indemnización por error judicial. Reforma Constitucional. 
Regulación Infraconstitucional y Jurisprudencia”, Estudios Constitucionales, Año 6, n°2 , Universidad de Talca, 
Chile, 2008, página 19 
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 La responsabilidad que tiene el Estado, como bien hemos recalcado tiene 
distintas manifestaciones en nuestro derecho positivo,  que se impone a nuestro 
gobernantes, base del Estado de Derecho, para darle protección y garantía a nuestros 
derechos fundamentales consagrados en  nuestra Constitución Política de la República, 
que ayudará además, a ser una tendencia rectora en nuestra República democrática, 
como forma política del Estado. 
 El Estado, sostendrá la tendencia entonces, de proteger a los gobernados en caso 
de trasgredir sus derechos, de forma que resarcirá (si se configura el caso) los perjuicios 
provocados, con el fin de “reparar pecuniariamente de modo de restablecer la situación patrimonial 
que con anterioridad al hecho o acto ilícito, tenía el damnificado, o sea, que haga desaparecer los efecto de 
la lesión sufrida por alguien en su patrimonio”20. Esto Francisco Zúñiga lo dice a propósito de 
la responsabilidad por actos administrativos, que en esta ocasión no nos referiremos más 
allá. 
 Como bien sabemos, la responsabilidad patrimonial que surge frente a nuestro 
Estado, es llamada “Responsabilidad  civil extracontractual”, donde en el derecho 
comparado se le da otros nombres, por ejemplo responsabilidad objetiva por daños, por 
falta de servicio u obligaciones legales compensatorias. Gracias al surgimiento de ésta,  
nos permitirá posteriormente interponer la acción de indemnización por el error judicial 
que se ha provocado.  
 
2.2 Responsabilidad patrimonial del Estado en sede judicial 
  Uno de los tipos de responsabilidad que surge frente al Estado es  la 
“Responsabilidad patrimonial Estado Juzgador”, que será la tratada más en profundidad, 
debido a la vinculación que tiene con la acción de indemnización por error judicial. Y es 
que el fin de nuestro Estado es el bien común, el bien de los particulares, por lo que es 
                                                             
20
 ZÚÑIGA URBINA, FRANCISCO, “ La acción de indemnización por error judicial. Reforma Constitucional. 
Regulación Infraconstitucional y Jurisprudencia”, Estudios Constitucionales, Año 6, n°2 , Universidad de Talca, 
Chile, 2008, página 21 
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pertinente que nuestra Carta fundamental consagre un precepto que nos ayude a 
proteger como una garantía nuestro derecho, derecho a un resarcimiento en caso de 
provocar un perjuicio, siendo el Estado entonces quien se hará cargo de esto.  
Esto no lo debemos ver como una sanción, sino que simplemente  y como dice la teoría 
de la responsabilidad, debe cargarlo alguien distinto de quien lo sufre.  
 El error judicial que está a cargo del Estado, lo podemos definir según F. Puig 
Peña como “Toda antinomia producida entre la verdad material y la verdad oficial no captada por el 
juzgador”. 
 Como bien dijimos, esta responsabilidad se encuentra amparada en nuestra 
Constitución, en el artículo 19 n°7 letra i) que ya hemos citado. Dentro de su articulado 
podemos ver que identificamos al dañador, el ente que se hará responsable del perjuicio, 
la instancia del proceso en que surgirá, los perjuicios que se indemnizarán y la resolución 
que señalará dicha anomalía.  
 Los primeros indicios de consagración respecto a esta figura fue en la 
Constitución de 1925, que se encontraba en el artículo 20, que señalaba que todo individuo 
absuelto o sobreseído definitivamente tendrá derecho a una indemnización en la forma que determine la 
ley por los perjuicios efectivos o morales que hubiere sufrido injustificadamente”.  Como bien sabemos 
esta norma no prospero en su aplicación práctica y quedó simplemente como una norma 
plasmada en la Carta Fundamental. Esto sucedió debido a que el Legislador en ese 
entonces debía efectuar una  ley en la cual explicara su aplicación, en el sentido de cómo 
hacer efectiva la indemnización, pero no se efectuó y “…cuyo procedimiento judicial está fijado 
anómalamente en  Auto Acordado de la Corte Suprema de 10 de abril de 1966” 
 En la Carta Fundamental del año 1980, que nos rige en la actualidad, se 
encuentra entonces consagrado el nuevo precepto donde, se opto por una ejecución en 
que no era necesaria la intervención del legislador para hacer valer el derecho a 
indemnizar. 
 Además en esta nuevo artículo se ajustaron los sujetos de ésta, donde ahora será 
“el que hubiere sido sometido a proceso o condenado en cualquiera instancia…”,  así como se 
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determina su procedimiento “breve y sumario”, su prueba (apreciada por el juez en 
conciencia), entre otros aspectos que analizaremos.  
 A partir de esta individualización de situaciones, podemos afirmar entonces que 
la aplicación del artículo actual será, como podemos deducir  de la literalidad de la 
norma descrita, solo enfocado en sede penal, dejando excluidas las demás áreas del 
Derecho para alegar ciertas anomalías a través de este artículo consagrado en nuestra 
Constitución.   
 Quien se hace cargo de esta responsabilidad patrimonial, como bien dice el título 
de éste ítem es el Estado, específicamente lo graficamos como el “Estado – fisco”, 
donde se hará cargo de aquellos perjuicios patrimoniales y morales que surjan en 
desmedro del titular de éste derecho. Además éste podrá repetir contra el juez que 
cometió dicho error y generó indemnizar al dañado.  
 Además del Estado, existe otro organismo que tiene protagonismo ante esta 
acción de indemnización y es la Corte Suprema, que como bien señala la norma, éste 
tiene la labor de señalar aquella resolución injustificadamente errónea o arbitraria. Dicha 
Corte entonces tendrá una “facultad declarativa”, ya que se manifestara si  el error que se 
configura alcanza los parámetros requeridos por la norma, para perseguir por lo tanto la 
indemnización.  
2.3 El error judicial 
 Luego de entender la responsabilidad que tiene a cargo nuestro Estado, debemos 
tener claro de qué se trata este error provocado por aquellos jueces que juzgan de forma 
injustificadamente errónea o arbitraria.  
 El error lo podemos definir según la RAE como” concepto equivoca o juicio falso” y 
también como “acción desacertada o equivocada”.   
 En materia jurídica, el error se puede configurar en otras áreas del derecho, como 
es el civil,  Derecho de Familia  (por dar algunos nombres) pudiendo ser de hecho, de 
derecho, en la persona, en la cosa, entre otros.  
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 El tipo de error en sede judicial tendrá un carácter más restringido en cuanto a 
las áreas del derecho y como afirmamos en párrafos anteriores sólo se dará en sede 
criminal, descartando por tanto una indemnización en otros casos amparada por esta 
acción. 
 Podemos definir entonces al error judicial en sede criminal según Rodrigo 
González- Fuentes como “aquel en que incurren los jueces, involuntariamente, en materia criminal, 
perturbando, restringiendo o privando la libertad personal y la seguridad individual de una persona 
inocente”21. 
 Este error y como hemos afirmado en otras ocasiones, podemos ver el carácter 
de garantía que posee y  que se ve reflejado en el articulado Constitucional. 
 
2.3.1 Error judicial en la Constitución “injustificadamente erróneo o arbitrario” 
 Como bien vemos en el artículo 19 n° 7 letras i), para que se configure dicho 
error deben darse distintas concepciones del error. Este alcance ha sido discutido 
acuciosamente, sobre todo por la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (que 
ya explicamos extensamente), donde se discute cuál es el alcance de lo injustificadamente 
erróneo y que es lo arbitrario.  
 Como bien dijimos y en base a la definición más general dada por la RAE, el 
error es una “equivocación”,  por lo que podríamos decir que el juez ha actuado de 
buena fe, siendo por tanto una actuación de carácter legítima. Así podríamos calificar 
entonces el error judicial.  
 Como dicho precepto se encuentra amparado en nuestra Carta fundamental, es 
importante saber qué interpretación se le da mirando el lado Constitucional. Humberto 
Nogueira señala un punto de vista con características finalistas, armónicas y sistemáticas, 
donde indica que la Responsabilidad que tiene a cargo nuestro Estado, donde será 
soporte de aquel error cometido por aquellos actores encargados de efectuar el 
juzgamiento y las demás etapas que implica.  
                                                             
21  GONZALEZ-FUENTES RUBILAR, Rodrigo ,” El error judicial en Chile a través de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos”. 20 (4) European Review of Public Law 2008, página 1. 
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 Esto lo relaciona con aquella responsabilidad de carácter administrativa (más que 
por el error judicial en sí, se fija en la labor que efectúan dichos agentes, es por eso que 
cita esta responsabilidad) que se encuentra consagrada en el artículo 38 inc.2 de la norma 
Constitucional. 
 Pero respecto al error judicial, a la responsabilidad que acarrea en el fondo (y no 
en la forma) señala “ambas deben ser interpretadas y entendidas con el objeto de reparar el daño 
causado a la dignidad y Derechos Fundamentales de la persona humana, que es el sujeto y fin al que el  
Estado debe servir en una perspectiva de bien común, todo ello armonizado con los incisos finales de los 
artículos 6 y 7 de la Constitución Política de nuestra República”22.  
 Este enfoque se suele ocupar por los dos roles que dijimos ( administrativo y 
judicial) en cuanto a sus actores cuando existe una acción u omisión de carácter 
antijurídico en la que ellos no son los que deben cargar con el perjuicio provocado, pero 
tampoco será causal que segregue la responsabilidad del Estado,  en cualquier ámbito, 
sea judicial , sea administrativo.  
 Además de ser usado en nuestro ordenamiento,  también nos llama la atención 
que es ocupada por órganos que resguardan Derechos Humanos, en casos en que ya se 
citaron todos los recursos existentes, como última ratio recurren a estos órganos 
internacionales. 
 La Corte Suprema, por su parte llega a interpretar de forma restrictiva dicha 
situación, diciendo que “Esta procede cuando la resolución judicial en forma ilógica o absurda no se 
ajusta a la verdad de los hechos, cuando hay dolo, culpa o negligencia inexcusable del juez en el examen 
de la materia o proceso que es objeto de la resolución judicial, ya sea en cuanto al a fijación de los hechos 
o en su calificación jurídica, cuando el error es patente e indudable, encontrándose fuera de las decisiones 
susceptibles de ser asumidas racionalmente”.  Respecto a lo dicho entonces, podemos notar una 
interpretación que está enfocada en qué dirección toma este órgano representado por el 
juez o aquel tribunal que concierne.  
                                                             
22  NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto, “ Libertad personal y las dos caras de Jano en el ordenamiento jurídico 
chileno”,  en Revista de Derecho, v. XIII, UACH, diciembre 2002, página 28. 
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 Para poder configurar el error en sede judicial y antes de explicar los pasos a 
seguir para exigirlo,  debemos entender qué tipo de error surge, más allá de que nazca en 
sede judicial, queremos ir más a su génesis.  
 El error, según la doctrina se basa en distintos criterios. El más general o amplio 
que podríamos distinguir es el error de derecho y el error de hecho.   
 Para su respectivo entendimiento, nos remitiremos a las definiciones que da  
Arturo Zavala Rojas.  El error de hecho, es aquel  que se comete en la apreciación de los 
hechos que hace el magistrado.  Será por lo tanto error de derecho, cuando la equivocación del 
juez tiene lugar en el encuadramiento que éste hace de los hechos en el ordenamiento jurídico.  
 Al distinguir estos tipos de errores, podemos encajar al error de carácter judicial 
en uno de estos, y es que surgirá el error judicial cuando sea un error de derecho, ya que 
supone que se da cuando el juez califica o juzga los acontecimientos. 
 Sin embargo, por mucho que el error judicial se dé como error de derecho, no 
todo error de derecho otorgará indemnización pecuniaria de éste tipo, ya que se necesita 
algo más para que surja y que el mismo precepto Constitucional lo exige, esto es que sea 
“injustificadamente erróneo o arbitrario”. 
 Como bien vimos, la Comisión de Estudios analizó dicha situación y nosotros 
distinguiremos de qué se trata cada una y qué sentido doctrinariamente se le da a partir 
de la interpretación de la norma (más allá por cierto de lo literal). 
 Si bien la Corte dicta una resolución posterior a la dictación del sobreseimiento 
definitivo o absolutorio, esta se configurará con un titular específico del derecho (lo 
trataremos más tarde). Esa resolución entonces, deberá estar fundamentada en lo 
injustificado.  
Existen, por tanto, dos situaciones distintas: 
a) Error judicial o “injustificadamente erróneo”.  Según Francisco Zúñiga, 
puede deducirse que una resolución o sentencia es injustificadamente errónea 
“Cuando los razonamientos que conducen al resultado inexacto no son convincentes, cuando no 
son susceptibles de una explicación razonable, cuando son contrarios a la lógica, a los dictados 
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de la experiencia y a los conocimientos más difundidos sobre la materia respecto a la cual 
versa”23. Es y como lo hemos dicho anteriormente, una equivocación, de buena 
fe, es decir, no existe dolo de por medio, pero en donde no podemos explicar de 
forma racional, pero que es una actuación válida por parte del juez. 
b) por su parte el arbitrio judicial o “injustificadamente arbitrario”  como se 
manifiesta en la norma, es una institución diferente, pero tendrá el mismo 
tratamiento en cuanto a los medios para obtener la indemnización que se 
convoca por el precepto, pero lo único que diferencia es que no se relaciona con 
el error.  
La RAE,  señala en cuanto a qué significa injustificado señalando que “es el acto o 
proceder contrario a la justicia, la razón o las leyes, dictado solo por la voluntad o el capricho”.  
Esto además, sirvió para la Comisión, que también citaremos para entender un 
poco más a qué se refieren con esta institución.  
 
 Luego de ver algunos conceptos aislados de uno y otro, debemos decir que la 
Comisión de Estudios De la Nueva Constitución señaló  una anomalía cuando se hacían 
la pregunta  ¿En qué casos es injustificado el error?, se pregunta Enrique Evans,  que 
responde “Cuando no hay elementos que intelectualmente a una mente normal puedan haberla llevado 
a la conclusión que llego el juez… esa es la arbitrariedad”24.   
 Entonces la Comisión provoca una confusión de conceptos, llevando a los dos a 
una analogía, por lo que evidentemente resta participación, o mejor dicho una aplicación 
certera a uno de ellos. Pero aún así, la percepción del Señor Evans fue más aislada, que 
un acoplamiento mayoritario de los demás integrantes, diciendo los demás que el error 
con carácter injustificado sería “grueso, craso, grave, categórico, manifiesto”25. 
  Podemos resumir diciendo que la C.E.N.C hizo un paralelo de tipos de errores, 
en cuanto a las opiniones que tenían los distintos actores de la Comisión.  Por un lado 
                                                             
23  ZÚÑIGA URBINA, Francisco“ La acción de indemnización por error judicial. Reforma Constitucional. Regulación 
Infraconstitucional y Jurisprudencia”, Estudios Constitucionales, Año 6, n°2 , Universidad de Talca, Chile, 2008, 
página 34 
24  Actas de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, Sesión 119, página 21. 
25 Ídem, página 19. 
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tenemos el  error injustificado,  como bien ha manifestado Evans, señalando cual es el 
carácter injustificado, dando sinónimos en el párrafo anterior. Aquí debe no existir una 
justificación intelectual que sea razonable para haber cometido el error. Por su parte la 
arbitrariedad es distinta al proceso mental que concluyo con error injustificado. 
 
 Otro tipo de error que lograban distinguir en las sesiones era el simple error  o 
liso y llano, que en su oportunidad tratamos en un párrafo anterior a propósito de lo 
que señalo Ortúzar. Por tanto explicaba que se configuraba el error en este caso 
solamente. Respecto de lo injustificado le daba valor desde dos puntos de vista, siendo el 
segundo lo justificado. Así decía que si se buscaban estos dos tipos de resoluciones 
(errónea o arbitraria)  provocaba en el sujeto inocente un perjuicio, por error del juez, es 
decir, por cometer esta situación injustificada surgía la responsabilidad del juez, que al 
final se sobrepasaba al inocente provocando el perjuicio moral o pecuniario. Entonces 
no puede distinguir lo “simplemente erróneo” con lo “injustificadamente erróneo”. 
  Además señala expresamente “…lo que crea dificultades en aprobar la disposición es que 
por una parte se quiere reconocer, y ojalá en forma más amplia, el derecho a la indemnización del que, 
siendo inocente, esté sometido a proceso por error judicial; y, por otra parte, el problema de 
responsabilidad financiera del Estado. El fondo del problema es cómo hacer compatible ambos 
derechos”26  
 En esta última frase que señala se debe a que cuando se provoca lo 
injustificadamente erróneo o arbitrario, buscan limitar la responsabilidad pecuniaria del 
Estado, ya que la indemnización será restrictivamente limitada a casos muy específicos. 
 
 Como conclusión de esta Comisión, y como bien nos damos cuenta, se han 
quedado con el concepto más apropiado y este es el “error injustificado”, dejando de 
lado obviamente el señalado por Ortúzar. Queda decidido entonces el concepto de “falta 
de fundamento racional”. 
                                                             
26  GONZALEZ-FUENTES RUBILAR, Rodrigo ,” El error judicial en Chile a través de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos”. 20 (4) European Review of Public Law 2008, página 93. 
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 Aunque se escoge dicho concepto, todavía quedan dudas respecto a qué se 
refieren con ello, por lo que la Corte Suprema, debe señalar en cada uno de los 
procedimientos, si se está en presencia de una resolución con dichas características. 
Lamentablemente esto provoca que la interpretación sea mucho más reducida, aún más 
que la de nuestra Carta Fundamental.  
 Por otro lado, la Jurisprudencia también quiere manifestar lo que entiende por 
estos conceptos, señalando en una sentencia que señala “lo agregado por la Comisión 
Constituyente en la sesión 119, el error judicial debe ser manifiesto, craso, que es el que no admite 
excusa ni razón para explicarlo y, por su parte, la arbitrariedad corresponde a un acto o proceder 
contrario a la justicia, la razón o las leyes y dictado por la sola voluntad del capricho”. 
   
 Aunque la arbitrariedad  tenga el mismo tratamiento que “lo erróneo”, pero aún 
así no se incluye dentro de la indemnización por error judicial. Esto porque se puede 
exigir el resarcimiento o por dicho error o por una arbitrariedad judicial, pero no podrán 
configurarse ambas en una misma situación.  
 A partir de esto podemos concluir entonces, situaciones distintas, donde la 
arbitrariedad posee un carácter de voluntad, encasillémoslo como “dolo”, un querer 
efectuar dicho sinrazón, por capricho, un acto contrario por tanto,  a diferencia como 
bien hemos dicho del error, que es la equivocación pero legítima, de buena fe. 
Conceptos por ende distintos, antónimos y no análogos como lo dispuso Evans en la 
Comisión.  
 Lo importante es saber que cualquiera de estas que surja, sea errónea, sea 
arbitraria en dicha resolución no serán suficientes, ya que  imperativamente deberán ser 
de carácter injustificado.  
 Lo injustificado en el diccionario de la RAE, tampoco señala una definición 
acabada, sino que solo señala “lo no justificado”.  Por lo que debemos efectuar una 
situación por descarte para llegar al concepto que no s convoca. Es por eso que 
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justificado supondrá según Francisco Zúñiga “ probar una cosa con razones convincentes, testigos 
o documentos”.27  
 Debemos enfocarnos además en  lo “injustificado”, debido a que lo que supone 
esta situación es el auto de procesamiento es esencialmente revocable, dejándolo sin 
efecto (aunque con la Reforma Procesal Penal, ya no existe como la misma institución de 
antes) y también porque existe derecho a proceder un recurso, donde se impugnará una 
situación, sea con antecedentes de hecho, o interpretación de derecho, mejor dicho lo 
injustificadamente erróneo o arbitrario que se provocó.  
 
 Por lo tanto el error injustificado llevará a que en el proceso no exista ningún 
antecedente que ayude al juez a equivocarse en aquella resolución que somete a un 
proceso al imputado, o que aquella condena invocada respecto del delito 
(supuestamente) cometido , realmente no ha existido o no tuvo participación en él,  no 
configurándose los hechos para acreditar tal suceso. 
  
 El error que se provoca en sede judicial entonces, deberá tener un carácter 
inexcusable. Mario Garrido Montt señala “Esta noción podría precisarse relacionándola con la 
prevaricación reglada en los artículos 223 y siguientes del Código Penal. Criterio que haría factible 
extenderla también a la ignorancia extrema del tribunal”28.  
  
 Esto tiene mucho sentido por ejemplo cuando hablamos de la arbitrariedad, 
donde debe existir un conocimiento del juez que sabe que lo que comete está errado, por 
lo que podríamos pensar de dónde proviene esta discreción de su parte, así como el error 
que es la equivocación por tanto el juez en ese caso cabría en la ignorancia extrema a 
pesar de su cargo, como bien dice Garrido Montt. 
                                                             
27  ZÚÑIGA URBINA, Francisco, “ L a acción de indemnización por error judicial. Reforma Constitucional. 
Regulación Infraconstitucional y Jurisprudencia”, Estudios Constitucionales, Universidad de Talca, año 6 n°2 
2008, página 27 
28 GARRIDO MONTT, Mario“ La indemnización por error judicial en Chile”, Revista Ius et Praxis (en línea), 
1999, página 477. 
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 Pero Francisco Zúñiga afirma que con ayuda de las modificaciones hechas con 
posterioridad a la Constitución de 1925 que los jueces hayan errado o actuado con falta 
de cuidado  (como señalaba Mario Garrido). Esto es así porque debido a la serie de 
instituciones involucradas en el proceso de juzgamiento, sea por ejemplo la etapa de 
investigación por parte del Ministerio Publico, fiscales, querellantes, institución 
independiente por cierto, y además el juez involucrado buscan la mejor manera de 
esclarecer el hecho.  
  
 El día de hoy gracias a esta segregación de labores, más acuciosas, debido a que 
cada uno posee un rol distinto, hace que el margen error sea mucho menor, ya que en el 
sistema inquisitivo que existía en el Código de Procedimiento Penal, el juez cumplía 
muchos más roles, siendo juzgador, acusador, por lo que la carga era más pesada y a su 
vez podía existir más nivel de discrecionalidad aplicada. Ahora el proceso posee un 
carácter garantista, buscando la objetividad en el procedimiento, un carácter 
ejemplificador, en el que habrá mayor intento por efectuar de mejor forma nuestras 
normas.  
 A pesar de la creación de instituciones autónomas, de ayuda hacia el proceso de 
juicio en sus distintas etapas, siguen estando a cargo de aquellas las personas. Como bien 
sabemos, no somos perfectos, por ende siempre podrá existir algún caso en que hayas 
errado, por tal o cual motivo, es por eso que existe el precepto tratado en esta tesina.  
2.4 Acción de indemnización por error judicial. 
 2.4.1 Elementos de la acción de indemnización. 
 Como bien hemos entendido, la acción de indemnización se da de forma 
exclusiva en sede penal y como toda norma, debemos analizar cuáles son los elementos 
que hacen que esta norma sea interpretada en dicha área del Derecho y por lo tanto, son 
interpretadas con nomenclatura de justicia criminal. Es por eso que utilizaremos el 
mismo desglose de normas penales para entender más los elementos de esta acción de 
indemnización.  
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 En Derecho penal los sujetos activos como pasivo, se entienden quizás de forma 
distinta al área por ejemplo civil. El sujeto activo será aquel que comete el delito (crimen, simple 
delito o falta).  El sujeto pasivo es el titular del bien jurídico afectado.  Tomaremos esto como 
aclaración para entender el desglose que haremos. 
 
f) Sujeto pasivo y titular del derecho. 
 La norma Constitucional en su articulado citado incansablemente, desprende que 
el sujeto pasivo, es decir, el titular de dicha garantía es aquel sujeto “sometido  a proceso o 
condenado en cualquiera instancia”. Estas son actuaciones que nos podrían dar el pie para 
reclamar como portador de este derecho.  
 Respecto al sometido a proceso, debemos decir que es una figura utilizada en el 
antiguo sistema procesal penal, consagrado en el Código de Procedimiento Penal (ahora 
reformado y llamado “Código Procesal Penal). Esta se deja de lado, pero no se ha 
extraído de la norma. 
  Esta provoca un problema con la nueva norma aplicada, es decir, con el Nuevo 
Código Procesal Penal, porque ya no se encuentra dicha figura. Según una nota que 
efectúa Rodrigo González- Fuentes Rubilar, señala que algunos la pueden analogar a la 
acusación  que formula el Fiscal, pero a su parecer no se asemeja y porque dicha entidad 
posee su propia regulación, es decir, la acusación injusta que efectúa el Fiscal se regula 
por la ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Ley n°19.640, señalando en su 
articulado 5 lo pertinente a conductas injustificadamente erróneas o arbitrarias de la 
entidad del Ministerio Público.  
 Existe otro argumento que justifican la existencia de esta figura “sometida a 
proceso”, en donde en  materia de Justicia Militar, aún ocupan dicha institución, por lo 
que  es esa la razón de la no extracción en dicho artículo y como la Norma Fundamental 
es la más importante y rige a las demás, deberá entonces hacer conteste a esta 
nomenclatura ocupada en códigos más especiales. 
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 En cuanto al “condenado en cualquier instancia”. En su análisis debemos hacer 
hincapié en qué entendemos por instancia. Según el análisis hecho por González Fuente 
Rubilar citando a Alex Carocca, debe entenderse instancia desde aquel punto genérico, 
como “acción del verbo instar”.  
 Esta situación de condenado, es la más importante dentro de estas dos 
denominaciones que hace el precepto, ya que es la situación que más ocurre y dentro de 
la Jurisprudencia y casos que se dan , suele ocurrir que se condena a sanciones 
increíblemente drásticas, para que después se sobresea en otra instancias. Con esto se 
origina la institución del recurso de revisión y además a que surgiera una ley para el 
Ministerio Público, representado por aquel fiscal que facultativamente, es decir, 
posiblemente desarrolló una acusación errónea, por lo que surge una responsabilidad por 
los actos jurisdiccionales del juicio. 
 Nuestra Constitución por ende, consagra que la situación de condenado se dé en 
cualquier instancia y no configurar una situación específica, por ejemplo en caso que el 
imputado sea condenado en primera instancia y posteriormente sea sobreseído luego de 
un tiempo. Esto en derecho comparado no ocurre, ya que puede que el fallo 
condenatorio sea dejado sin efecto vía el recurso de revisión que señalamos 
anteriormente. Por eso esta norma es garantista y protege el derecho a ser indemnizado 
en caso de error judicial. 
 Alex Carocca nos dice claramente que “instancia no debe entenderse en el sentido técnico, 
vale decir como una etapa procesal en que se examinan los hechos y el Derecho, sino que debe ser tomada 
en sentido genérico, como sinónimo de suplicar, del verbo instar”29, como citó González- Fuentes. 
Esto según dice Carocca se da porque como dijimos anteriormente, se puede tener 
derecho a indemnización en casos donde la condena se impone como consecuencia de 
recursos extraordinarios, tales como el de queja, por decir alguno.  
 En caso de estos recursos extraordinarios vemos claramente que no se configura 
específicamente una instancia, por lo que la norma no puede hacer hincapié a solo una 
instancia, porque puede darse en otras situaciones jurídicas que sí dan derecho a 
                                                             
29  CAROCCA PÉREZ, Alex,” Reparación de los errores y arbitrariedades judiciales. Revista de Derecho 
Universidad Católica de Valparaíso. XL, 1987, página 212. 
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indemnización y que no necesariamente se provocó en una instancia en particular, pero 
que cumple con los demás requisitos dictado en el precepto Constitucional. 
 Es necesario entonces aclarar que la expresión “cualquier instancia” nos ayuda a 
excluir cualquier otra situación de contradicción, como en caso que haya sentencia 
condenatoria en primera instancia y en segunda instancia exista absolución.  
  
 Se da por tanto en variadas situaciones la posibilidad de pedir indemnización en 
caso de haber sido condenado, teniendo más posibilidades. Aún así, no puede pedirse en 
caso de una condena injusta, ya que no configura el tipo exigido de condenado en 
cualquier instancia. Es por esta situación que el sometido a proceso y el condenado son 
figuras distintas y no análogas (aún cuando el sometido a proceso ya no se utiliza). 
 Como bien vemos, no se configurará la indemnización por error judicial a la 
figura de detención, que existen numerados casos en que suponen poder ejercer dicha 
acción por esta situación. Se deja de lado además, debido a que esta es una medida de 
seguridad y por tanto no configura una sanción penal, no podrá configurar el precepto 
requerido para obtener indemnización.  
g) Sujeto activo; el responsable de la indemnización. 
 Hemos dedicado un ítem entero a la institución que se configura al sujeto pasivo, 
es por eso que solo haremos una breve enunciación.   
 El sujeto activo, debemos entenderlo como aquel que ha provocado el daño. En 
este caso esta explicación es demasiado genérica, porque si fuera así, debería ser el juez. 
Pero quien se hace cargo del daño provocado al sujeto inocente es el Estado, quien 
resarcirá los perjuicios patrimoniales y morales que surjan. Aún así, este podrá luego 
repetir respecto de aquel responsable que se encuentra entre los funcionarios del Estado. 
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h) Elemento subjetivo del tipo. 
 El tipo subjetivo, para entender el contexto nos propondrá la antijuridicidad, la 
infracción a la norma de cuidado. Esto radica en la mente del sujeto, es decir,  si el delito 
fue cometido con dolo o culpa.  
 En la figura Constitucional con aplicación en área penal, vemos que el error 
judicial es lo que convoca una reparación. 
 Este error debe provenir de quien imparte justicia, el Juez, que se manifestará en 
una resolución injustificadamente errónea o arbitraria, que señalamos en su momento. 
Esta se puede configurar por una equivocación del juez, de buena fe (según algunos 
integrantes de la C.E.N.C en cuanto al error) o que fuera netamente un real capricho del 
juzgador (otra alternativa, pero en relación a la arbitrariedad). Cualquiera de estas dos 
resoluciones que posteriormente la Corte Suprema analizará, deben ser de carácter 
injustificado.  
 Como nos hemos dado cuenta a lo largo de los capítulos, la interpretación 
restrictiva de este articulado, por parte además de la Corte Suprema, hace que esta 
garantía no pueda llevarse a cabo en su totalidad o a más casos, pudiendo cuestionar qué 
tan garantista puede ser esta norma frente al dañado, juzgado erróneamente.  
 Esta resolución debe configurarse tan perfectamente, que no cabrá entonces si es 
que existe un error menor por parte del juez o que exista errónea interpretación de dicho 
artículo. Esto nos hace presumir que debe ser tan decidor que sea casi un error a modo 
personal, es decir, en la ejecución de las funciones, pudiendo configurarse la 
prevaricación y otros delitos de funcionarios públicos, en especial el juez, tratados dentro 
del Código Penal.  
 Cuando hablamos de qué significaba injustificadamente erróneo o arbitrario, nos 
dimos cuenta que para que se configure este error injustificado debe darse una de los dos 
supuestos, es decir, o erróneo o arbitrario, no ambos, ya que no son análogos. Por lo 
tanto este error garrafal  debe ser inexcusable, pero que posteriormente y es lo que se 
esperaría, será reparado por parte de la Corte Suprema en una etapa distinta. 
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  Además debemos recordar la necesidad de una condena, que sea por supuesto 
errónea. Esta condena debe ser decretada en cualquier instancia, como hemos afirmado, 
dando entonces una mayor posibilidad de situaciones para que se configure el derecho a 
una indemnización y que entonces podría ser el caso de que fue condenado en primera 
instancia y posteriormente en una segunda instancia ser sobreseído. 
 
i) Elemento objetivo. 
 Este artículo nos señala que recae sobre las resoluciones que sometidos a proceso o 
condenado. 
 Explicamos que el sometido a proceso en el nuevo sistema acusatorio Procesal 
Penal no procede, pero sí el respecto del que ha sido condenado (injustamente por 
cierto).  
 El condenado debe cumplir otro requisito (que ya ahondamos) y es que debe ser 
“en cualquier instancia”.  Esta situación la explicamos también en el párrafo anterior, por lo 
que sería redundante volver a referirse a dicha situación. Solo nos queda saber que aquel 
condenado, en realidad no lo es, debido a que se pudo sobreseer definitivamente, debido 
a que no se constataron los hechos suficientes para establecerlo como culpable o existir 
una sentencia absolutoria.  
 
j) Que la persona haya sufrido perjuicios. 
 La acción de indemnización por un error judicial, como extraemos de su 
literalidad provoca la justa reparación de los perjuicios que se han provocado. Estos son 
provocados respecto de una persona inocente (por todas las afirmaciones que hemos 
hecho, entendemos que tiene esta calidad) por la mala actitud en juicio o una actuación 
no apropiada del ámbito judicial. 
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 El perjuicio lo podemos entender según Cousiño como “todo detrimento, menoscabo, 
dolor o molestia que se experimenta en la persona, en el patrimonio, en el honor, en la liberalidad, en el 
prestigio o en cualquier otro bien protegido por las leyes”30. A partir de dicha definición, nos 
damos cuenta que los perjuicios o, mejor dicho los daños que se provocan pueden ser 
por un lado de carácter material o pecuniario  y por otro lado moral. 
 El daño material, podemos entender también con una definición como “aquellos 
que lesionan pecuniariamente el patrimonio de la persona, ya sea disminuyéndolo o impidiéndole que 
aumente”31.   
 El daño material supone que aquella persona que ha sido condenada de manera 
injustificada provoca que dicho sujeto en algún caso perder su estabilidad laboral, por 
tanto su patrimonio disminuirá, ya que no seguirá trabajando y además por el estigma 
que se provoca de haber sido sometido a un juicio criminal, impidiendo ejercer su 
profesión u oficio de forma habitual, sea en su trabajo o en futuros trabajos.  
 A partir de esta situación, el análisis hecho por el Tribunal en esta parte debe ser 
de forma casuística, es decir, caso a caso del sujeto y la situación que provoca 
indemnización. Esto porque con cada persona se consideran distintos factores, de 
acuerdo también a su posición como profesional, o sea en caso que dicho imputado 
erróneamente tenga el ejercicio del comercio y por la situación anterior pierda a clientes, 
por decir un ejemplo. 
 Como la situación del daño material que se provoca es distinto para cada 
persona, el precepto Constitucional ha consagrado  que el juez deberá apreciar la prueba 
“en conciencia”,  por lo que es un acierto de acuerdo a las situaciones casuísticas que se 
dan.  
 Debemos afirmar además que el daño material que se provoca y que hemos 
manifestado implícitamente dos situaciones. El daño material que se ha provocado 
consagra dos formas de indemnización que son el daño emergente y lucro cesante.  
                                                             
30
  COUSIÑO LUIS, “derecho de las personas determinas, procesadas o condenadas injustamente a ser indemnizadas de 
todos los daños ocasionados”, EN rdj. Lv, 1958, página 63. 
31  Ibídem. 
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 En el daño emergente se efectúa una pérdida efectiva del patrimonio y respecto del 
lucro cesante es la legítima ganancia que esperaba obtener el acreedor y que no obtuvo a consecuencia 
del incumplimiento 
 Respecto daño moral, creemos que es el más importante. Para entenderlo 
daremos la siguiente definición “Son tales los que consisten en el dolor o molestia que experimenta 
una persona en su sensibilidad física o psíquica”32. Esta es una definición que no difiere mucha 
información, pero podemos sacar la conclusión que el daño moral se da en su esfera 
interior.  
 Se cuestiona mucho de qué manera medir dicho daño y traducirlo en forma 
pecuniaria. Podemos ver que comprende el daño moral en este caso de error judicial que 
se provoca “el desprestigio, deshonra, menoscabo o  difamación en los sentimientos y afectos personales, 
efectos todos que con seguridad se derivan del procesamiento, con  mayor si va acompañada de sujeción a 
prisión preventiva y, en todo caso, de la condena”33. 
 De este comentario hecho por Alex Carocca, entendemos por cierto que el daño 
moral es el más difícil de restablecer, debido a que se mancha y cuestiona algo realmente 
importante para toda persona, el honor. Creemos que este precepto no consagra de 
forma adecuada el menoscabo a dicho derecho, sobre todo en la esfera social, que al fin 
y al cabo se ve dañada.  
  Este tipo de daño igualmente se había considerado en la Constitución anterior a 
la vigente, en su artículo 20, donde existió gran discusión si se incluía o no , situación que 
no debería cuestionarse, ya que en mayor grado este menoscabo es el que más afecta a la 
persona juzgada injustamente. La Comisión estaba en contra (alguno de sus integrantes) 
por una situación que escapa de todo razonamiento, en el sentido de que señalaban que 
era muy excesivo lo que se desembolsaba el Estado- fisco respecto de este tipo de daño y 
que escapaba de la esfera de reparación porque provenía de los medios de comunicación 
y no por un gesto hecho de su parte. Es por eso que escapa de la lógica, ya que es más 
                                                             
32
  Ídem, página 64 
33 CAROCCA PEREZ, Alex, “ Reparación de los errores y arbitrariedades judiciales” Revista de Derecho  
Universidad Católica de Valparaíso. t. XI. 1987, página 218. 
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importante resguardar el Derecho que fijarse cuánto es lo que gastará el Estado en este 
tipo de reparación  
 Como es obvio, los demás integrantes no consideraron como una opción dejar 
de lado esta esfera de reparación de dicho daño moral, porque la mayoría del daño que 
provoca el Estado es relacionado con el menoscabo al honor, por lo que evitarían que se 
dejara de lado porque si no se provocarían claramente abusos.  
 La reparación del daño moral, por otra parte debe ser efectuada de forma 
efectiva y por supu3esto completa, o sea que implique la recuperación total de su honor, 
su prestigio, de modo que no basta con entregar un resarcimiento pecuniario.  
 Como no es suficiente la reparación monetaria, se buscan otras formas para 
reparar el daño moral, como por ejemplo que la sentencia que reconoce la inocencia del 
condenado de forma errónea o arbitraria, sea difundida para el mayor esclarecimiento a 
la sociedad que dicha persona no ha cometido un delito.  
  
 2.4.2 Procedimiento para pedir indemnización por error judicial. 
 En la Constitución de nuestra República del año 1980, busca a diferencia de la 
anterior normativa Constitucional, que el procedimiento para exigir la indemnización por 
error judicial no dependa de leyes anexas y complementarias para pedirlas, por lo que se 
crean dos etapas ante órganos distintos. Uno de ellos es la Corte Suprema y 
posteriormente se efectuara ante un Juez competente en sede Civil.  
a)  Tramitación ante la Corte Suprema: 
  El primero de ellos será ante la Excelentísima Corte Suprema, que supone la 
primera parte, donde le dará algo así como el visto bueno para pasar a la segunda parte, 
donde a grandes rasgos busca dar garantías y por sobre todo declarar que la resolución 
tiene el carácter de injustificadamente errónea y arbitraria.  
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 Para dar un carácter más específico al procedimiento, aún cuando queremos que 
esta norma sea autónoma, esta Corte ha dictado un Auto acordado en el año 1983 el 3 de 
agosto, pero que posteriormente el 10 de abril de 1996 fue reemplazado.  
 En cuanto a los requisitos formulados en este autoacordado, nos basaremos 
además en algunas distinciones y comentarios hechos por Rodrigo Gonzales-Fuentes 
Rubilar en “el error judicial en Chile a través de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos”, y son:  
1) Respecto al plazo para su solicitud: 
 Aquella solicitud se presenta en un plazo de seis meses, que son contados 
desde que quede ejecutoriada la sentencia absolutoria o auto de sobreseimiento 
dictados en la causa.  
 
2) Respecto a los antecedentes que se deben acompañar 
 Supone expresamente que deben acompañarse los siguientes 
antecedentes, donde uno de los que se refiere a la sentencia condenatoria serán:  
a. La solicitud debe cumplir las exigencias establecidas por la ley 18.120, contando con el 
patrocinio de abogado habilitado para el ejercicio de la profesión. 
b. Copia autorizada de la sentencia absolutoria expedida a favor del solicitante, con sus 
notificaciones y certificado de encontrarse ejecutoriada. 
c. Copia autorizada del auto de sobreseimiento definitivo dictado en la causa, ya sea total o 
parcia, y en el último caso, con copia de las notificaciones del procesado a quien se refiera y 
certificado de encontrarse ejecutoriado. 
d. Copia autorizada de la sentencia condenatoria de cualquiera instancia expedida contra 
quien presenta la solicitud, con sus notificaciones y constancia autorizada de hacer sido 
apelada o remitida en consulta. 
e. Copia autorizada de la sentencia absolutoria dictada en virtud de la apelación o consulta a 
que se refiere el número anterior o de algún recurso deducido ante la Corte Suprema, con 
sus notificaciones y certificado de encontrarse ejecutoriado. 
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3) Respecto al examen de admisibilidad: 
Al presentar la solicitud en la Corte Suprema, se debe efectuar este examen, que 
tiene por finalidad que ésta contenga aquellas exigencias establecidas 
anteriormente. 
 
 
4) Acompañamiento de otros antecedentes: 
 Junto con los primeros antecedentes que se pidieron en el punto número 
uno, se deben acompañar instrumentos, sean públicos o privados, que tienen carácter 
voluntario y por esa razón no son examinados en este “análisis formal”. 
 
5) Traslado al fisco: 
 Luego de pasar los antecedentes, se confiere traslado al Estado- Fisco 
con el fin de responder en un plazo de 20 días.  
 En caso de que no lo haga, se envían de igual forma los autos al fiscal de 
dicha Corte, para que este se manifieste con un dictamen.  
 
6) Dictamen del fiscal: 
 Transcurrido el plazo de 20 días, el fisco haya contestado o no, debe 
emitir su dictamen el Fiscal de la Corte, cosa que afirmamos también en el punto 
anterior. Respecto al dictamen no se establece plazo para que lo emita. 
  
7) Conocimiento de la solicitud: 
 Evacuada la vista del fiscal, se ordena dar cuenta de la solicitud en Sala 
Penal. Esta tiene dos formas de conocer las solicitudes; en cuanta o previa vista 
de la causa. 
 Tendrá  un plazo de 15 días desde la fecha del decreto que señala “dese 
cuenta”. Sin embargo, la Sala puede disponer por solicitud con fundamento 
plausible, de oficio (cuando estime pertinente) traer los autos “en relación” para 
oír los abogados de las partes. 
 Respecto a traer los autos en relación, estos se agregarán con preferencia 
a la tabla ordinaria de dicha sala.  
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8) Disposición de medidas o diligencias: 
 Respecto a esto la Corte Suprema podrá disponer de alguna de estas dos 
con el fin de entrar en conocimiento de dicha cuestión o, con el objeto de 
adquirir un mejor acierto o fallo.  
 
9) Costas:  
Con el fin de evitar abusos de la norma, se afirma en el auto acordado por su 
parte, que se podrá  de forma facultativa, cuando sea necesario,  que se condene 
en costas a aquella parte que fue vencida.  
b) Tramitación en sede civil. 
 La Constitución además señala que el procedimiento a llevar a cabo será el 
Sumario (“procedimiento breve y sumario”), con resarcimiento de perjuicios de daño moral y 
material y prueba analizada en conciencia, por señalar lo más importante. 
 Es por esto que como segunda etapa, y luego del efecto declarativo que provoca 
lo resuelto por la Corte Suprema, es decir, que reconoce la resolución injustificadamente 
errónea o en otro caso arbitraria, por lo que corresponde una indemnización por parte 
del Estado. El Tribunal de carácter ordinario, a propósito de intentada una acción civil lo 
que hará será determinar aquellos perjuicios que deberán ser indemnizados. 
 Debemos partir señalando y en palabras de González-Fuentes Rubilar que es 
juicio de Hacienda, esto porque por un lado está el Fisco que posee interés en esto y por 
otra parte el conocimiento queda entregado en manos de un tribunal ordinario. Este 
mismo autor señala que “El demandante, quien cuenta con una resolución que la Corte Suprema ha 
declarado injustificadamente errónea, acciona contra el Fisco, el que a su vez está representado por el 
Consejo de Defensa del Estado”34.   
                                                             
34
  GONZALEZ-FUENTES RUBILAR, Rodrigo ,” El error judicial en Chile a través de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos”. 20 (4) European Review of Public Law 2008, página 1352. 
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 Se da en términos de juicio sumario como señala expresamente el precepto (aún 
cuando reviste características del juicio de Hacienda), con el fin de que en este mismo se 
determine la cuantía de aquellos perjuicios provocados por el error judicial.  
  
 En cuanto a la prueba en conciencia, hemos afirmado a lo largo de esta tesina, 
que es la mejor forma de apreciación, especialmente para determinar montos respecto al 
daño moral, que es más difícil de determinar. Que se haya incluido el tipo de apreciación 
de esta prueba, tiene la finalidad de que no se necesitara de otra ley para llevar a cabo el 
procedimiento.  
 Hecha le indemnización y, con el fin de confirmar que se ha efectuado el pago de 
ésta, se efectúa lo señalado en el artículo 752 del Código de Procedimiento Civil, a 
propósito de que el tribunal deberá enviar al Ministerio de Justicia una copia de la 
sentencia ejecutoriada señalando que concede la indemnización, con el fin que tramite el 
decreto pertinente, que se expedirá por el Presidente de la Republica.  
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CAPITULO III 
6. ¿QUÉ PIENSA LA CORTE SUPREMA AL RESPECTO? 
JURISPRUDENCIA NACIONAL.  
 La forma más certera de saber cómo se aplica la norma que consagra aquella 
indemnización por error judicial es mediante a Fallos efectuados por la Corte Suprema. 
En estos, veremos si es que el precepto Constitucional ha sido aceptado o rechazado, es 
decir, cuál es la tendencia y además qué entienden los jueces respecto al precepto. 
 En este capítulo expondremos algunos de los casos relevantes consagrados en la 
jurisprudencia nacional, para darnos cuenta que este precepto tiene una escasa 
aplicación, más bien aceptación. 
1) Caso “ la Calchona”, rol n°32.09935 
 Este caso ha sido uno de los más conocidos a nivel social, ya que gracias a los 
medios de comunicación se ha mostrado cuan perjudicial puede llegar a ser la condena 
injustificada por parte de un juez. 
 La sentencia ocurre el 27 de junio de 1996, donde se condena como autores de 
un homicidio calificado a Juan Contreras San Martín, José Soto Ruíz y Víctor Osses 
Conejeros. Estos piden el precepto constitucional de que se declare injustificadamente 
errónea o arbitraria dicha sentencia que los condena,  donde estos argumentan que son 
completamente inocentes en la participación del ilícito, ya que los funcionarios policiales 
de Talca los obligaron a mentir al momento de efectuar sus confesiones, es decir, 
estaban “bajo apremio. Estas confesiones manipuladas las tomaron como plena prueba, 
siendo condenados. 
 La petición de declararlas erróneas o arbitrarias fue desestimadas, porque se 
presumió su participación en dicho delito, exclusivamente en base a la autoinculpación 
forzada que realizaron. Además reafirman en su considerando 3° en la sentencia del 
tribunal de alzada que “son tales el cumulo de divergencias entre lo confesado  y lo que 
                                                             
35  Sentencia 27 de junio de 1996, Base de Datos Computacionales del Consejo de Defensa. 
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en autos se ha establecido, que es probable estimar como cierto que la confesión se 
prestó por apremio”.  
 Por su parte la Corte Suprema hace mención a lo erróneamente injustificado o 
arbitrario, utilizando la interpretación legal , concluyendo que “ la expresión 
injustificadamente errónea o arbitraria tiene  y ha tenido, por objeto evitar que una persona fuera 
procesada o condenada mediante una decisión carente de motivación alguna, sin razón o causa plausible; 
por un error grave, exento de justificación, sin elemento que pudieran haber conducido al juez a la 
conclusión a que arribó sin fundamento racional, inexplicable”.   
 Luego del análisis, la Corte llega a la decisión de no declarar como 
injustificadamente errónea o arbitraria, ya que aquellos antecedentes del proceso no 
podían llegar a otra conclusión que no fuera la culpabilidad de los recurrentes. Además 
en la sentencia de segunda instancia que los absolvía no existían pruebas suficientes, pero 
aún así no se aclaró su situación de inocentes, ya que como bien argumenta dicha Corte 
“no estaba acreditada en la forma legal la participación de los procesados”. 
 Estos, por lo tanto concurren a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
citando vulneraciones en atención al Pacto San José de Costa Rica, en su articulado que 
consagra la vulneración a la libertad persona, y por supuesto al error judicial. Luego en el 
año 2000 se llega a una solución amistosa donde, se reconoce tal responsabilidad y 
además reconoce que se podría reformular el precepto. 
 Es así como nos damos cuenta que el precepto Constitucional no se encuentra 
consagrado adecuadamente para una eficaz petición de indemnización por error 
injustificado o arbitrariedad, además se contradice en demasía con los Tratados 
Internacionales, llegando a una difícil solución ante el problema. 
2) Cueto Sandoval Rol Nº 5270-08. Santiago 21/01/2009 
 En este caso se alega que son injustificadamente errónea o arbitraria 
 resoluciones que precisa, “dictadas por el Tribunal de Garantía de Temuco en los 
antecedentes  consistentes en mantener la prisión preventiva decretada respecto del 
imputado Juan Carlos Cueto Sandoval, durante la investigación por el delito de robo con 
intimidación ocurrido en esa misma ciudad el 20 de abril del año 2007, y que afectó a 
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Olga Novoa Troncoso, asunto que culminó con la dictación de una sentencia definitiva 
absolutoria el 10 de marzo de 2008, la que se encuentra firme y ejecutoriada”. 
 Dicha solicitud hecha por el abogado Boris Loyola, es desestimada, 
argumentando dicho fallo que el imputado solo se formalizo ( conforme al artículo 155 
del Código Procesal Penal) decretando por su parte medidas cautelares. En este caso por 
lo tanto el precepto Constitucional no se configuraría ya que no cumple los requisitos 
necesarios para declararla.  
 Tampoco se configuraría la indemnización por error judicial, afirmándose en el 
considerando 13°, debido a que no hubo sentencia condenatoria, sino solo fallo 
absolutorio, por tanto no cumple con los requisitos descritos por el precepto 
Constitucional. 
 La Corte además, señala que es indispensable aquella formalización se lleve a 
cabo, por ser el procedimiento idóneo para decretar aquellas medidas cautelares 
contempladas ante el imputado. A mayor abundamiento se debe aclarar que esta 
situación se lleva a cabo por el órgano independiente, Ministerio Público,  que tiene un 
fin garantista, es decir, la finalidad de la formalización es poner en conocimiento de la 
persona que se llevará a cabo una investigación en su contra, el tipo penal asignado, todo 
llevado a cabo ante dicho Juez de garantía y por supuesto el abogado defensor.  
 En el considerando 14° se afirma algo respecto a lo que se entiende por 
injustificadamente erróneo o arbitrario, dejando aún más claro por qué se desestimó la 
petición. “la expresión injustificadamente errónea o arbitraria que emplea el texto constitucional tiene 
por objeto prevenir que una persona sea procesada o condenada mediante una resolución carente de toda 
justificación, sin motivo o causa plausible, sin fundamento racional, cometiéndose un error craso. Para 
luego concluir que, en el caso específico de que se trata, la acción penal ejercida por el Ministerio Público y 
también la medida cautelar dispuesta por el tribunal, no resultan carentes de todo fundamento o 
justificación, pues militaba en contra del imputado el parte policial que consignaba la declaración de la 
ofendida, los dichos del testigo presencial y sus reconocimientos, los que posteriormente aparecen aludidos 
en la sentencia, de los que se podía desprender, de un modo provisional, que efectivamente existía un 
peligro para la seguridad de la sociedad de concederse la libertad al imputado, predicamento inicial que 
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recién fue desvirtuado en la audiencia de juicio oral con la rendición y valoración de las pruebas reunidas 
por las partes.  
 Reafirma posteriormente, que el dar una sentencia absolutoria no provoca que la 
medida cautelar sea errónea o arbitraria, ya que la sentencia es un momento procesal 
distinto al ocurrido en la formalización de la investigación donde se decreta dicha 
medida, por lo que la resolución puede ser perfectamente válida.  
  
 Este fallo nos ayuda a entender cuanto se confunden las instancias en las cuales 
se puede configurar el error judicial, porque como bien argumentamos en su momento, 
la detención o los otros momentos distintos a una sentencia no configurarían dicha 
indemnización. La prisión preventiva decretada por una medida cautelar por ejemplo en 
este fallo, se decretó argumentando que era un peligro para la sociedad, por tal es 
justificada con antecedentes y no algo decretado a capricho del juez o sin contener 
antecedentes que fundamenten tal. De igual forma no configurarían las demás 
situaciones derecho a indemnización.  
3) Caso Nelson Márquez Fuentes, sentencia 10/06/1999. 
 Nelson Márquez Fuentes es condenado en primera instancia por delito-falta de 
hurto, donde en los hechos se le acusa de llevarse un chaleco desde una tienda comercial, 
sin haber pagado por este, siendo detenido por un guardia que se percató. En base a la 
denuncia se detuvo por un plazo de 3 días, ordenando extensión por 5 días más siendo 
decretada su libertad por el juez titular. 
 El imputado pide que por sentencia del 10 de junio de 1999 se declare 
injustificadamente errónea o arbitraria la resolución anteriormente expuesta, donde se 
acoge dicha petición, argumentando en su considerando n° 7 que “ del análisis de los 
diversos antecedentes de convicción recogidos en la investigación se desprende que Nelson del Carmen 
Márquez Fuentes fue detenido y puesto a disposición del 3° juzgado del Crimen de esta ciudad 
(Santiago) tres días después, inculpándosele de perpetrar un delito de falta de hurto y, no obstante 
corresponder se iniciará el procedimiento señalado, se siguió el ordinario sobre crimen o simple delito, 
manteniéndose su detención por 5 días más sin causa alguna. En efecto existía en autos solo la 
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declaración extrajudicial del guardia de la tienda comercial que lo incriminaba, jurando a su vez, sobre 
la preexistencia de la especie supuestamente sustraída, la que no fue ratificado por éste Tribunal, y no se 
efectuó investigación alguna sobre los hechos denunciados”.  A mayor abundamiento el imputado 
afirma que el sí compró dicho objeto, por lo que niega las imputaciones hechas hacia su 
persona, situación no tomada en cuenta.  
 El considerando 9° por su parte, afirma que “  la detención posterior, condena y arresto  
de que fue objeto Márquez, fueron impuestas por resoluciones que carecen del debido sustento probatorio, 
y apartándose de las normas procesales atingentes, de suerte tal que han de estimarse exentas de razón, 
sin causa plausible y ostensiblemente erradas, donde a su dictación no existió el debido análisis de los 
antecedentes allegados al expediente criminal y su ponderación a la luz de las leyes que reglan la materia, 
lo que constituye incumplimiento de los deberes judiciales que son la expresión ineludible de la función 
jurisdiccional entregada al Tribunal que fue actor de los mismos” 
  Por todas estas razones se señala en el considerando 10° que es acogida la 
petición que se declare “injustificadamente errónea y arbitraria” su detención, condena y 
arresto que le impusieron, con costas. 
 
 Este fallo es importante de citar, debido a que es el único que acoge la acción  
respecto de una sentencia condenatoria (aun cuando existan algunos que han acogido 
respecto del auto de procesamiento, que no los nombraremos por no estar vigentes).  
 Lo que llama la atención es que se acoja la detención de este, ya que como bien 
sabemos no debería proceder, toda vez que la Constitución solo señala expresamente 
que se configura en auto de procesamiento o Sentencia condenatoria, por lo que no se 
explica dicha anómala situación.  
 Por otra parte el fallo acepta ambas situaciones de injustificación, es decir, 
“errónea y arbitraria”, donde como hemos explicado en ocasiones anteriores no pueden 
configurarse ambas situaciones, debido a que el error se da en una equivocación por 
parte del juez, de buena fe (si queremos llamarle así) y por otra parte lo arbitrario supone 
un capricho del juez, una intención, por lo que no son sinónimos ni son copulativos para 
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que de paso a la indemnización. Situación que nos hace ruido es entender qué criterio 
utilizaron para entender qué significa lo injustificadamente erróneo o arbitrario. 
   Por un tema de descarte debemos creer que solo querían referirse a lo arbitrario, 
ya que en Chile no se ha aceptado las sentencias condenatorias en forma de 
injustificadamente erróneas. Entonces como se configuró el arbitrio, porque las 
“resoluciones impugnadas carecen del debido sustento probatorio”, apartándose por 
tanto de las normas, lo que implica una actuación impertinente por parte del juez. 
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CONCLUSIONES 
 La normativa Constitucional que hemos analizado nos hace reflexionar en varios 
puntos que hemos señalado. 
 A modo macro, nos damos cuenta que la forma de dicho precepto 
Constitucional está en el olvido para el Legislador, ya que sin perjuicio de haberla 
modificado en cierta forma en la Constitución de 1980, igualmente su aplicación es 
escasa. Aún cuando hicieron que dicha norma garantista fuera independiente y se bastara 
por sí misma, sin necesidad de una norma complementaria para su aplicación, no puede 
llevarse a terreno procedimental, es decir , se puede pero los casos en los que se ha 
aceptado son tan mínimos, que nos cuestionamos qué está fallando en ella. Y es su 
alcance restrictivo y retrógrado, como por ejemplo su auto de procesamiento que todavía 
hace hincapié y que no tiene aplicación actual por las reformas al Código Procesal Penal. 
 La Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, tuvo un rol fundamental 
respecto a la norma, ya que ellas al final nos ayudan a entender su tenor literal e 
interpretativo, debido a que existen muchos puntos que con la simple lectura no son 
posibles de deducir.  
 El que sea restrictivamente en sede penal, que se trate de aquellos privados de 
libertad o sobreseídos y no aquellos que estuvieron en prisión preventiva, es decir, 
detenidos, nos ayuda a entenderlo gracias a esta Comisión, que en varias sesiones 
intentan darle forma. 
 Por su parte, los Tratados Internacionales proveen un sostén más firme respecto 
al error judicial, que sin lugar a dudas es en cierto modo incompatible con nuestra 
norma, dando estos tratados un mayor resguardo.  
  
 Cuando algunos tratados nos dicen imperativamente que nuestro Estado debe 
hacerse exclusivo cargo de la reparación cuando ellos resuelven, entendemos la 
incompatibilidad, por lo mismo que hemos afirmado, nuestro artículo 19 n°7 letra i) no 
está preparado para lo que se ha dictado en esferas internacionales, esto porque el 
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Tratado ampara más situaciones, sobre todo en lo que atenta a los Derechos Humanos, 
incluso ampara la figura del “ detenido” que en nuestro ordenamiento se toma como 
medida de seguridad y no se enmarca en el artículo que ampara la indemnización por 
error judicial. 
 Por lo tanto aún cuando los tratados tengan amplitud de aplicación, nuestra 
norma no se ha reformado y hace que quede en la indefensión aquel que sufre un error 
en sede judicial. 
 El Estado como también expresamos, tiene un rol específico, donde analizamos 
qué responsabilidad surge cuando incurre en error los Tribunales de Justicia, por tanto la 
responsabilidad que surge es en sede judicial, de carácter extracontractual y que como 
concluimos pocas veces ha hecho efectiva su responsabilidad. 
 El rol de los jueces es fundamental en hacer efectiva dicha responsabilidad, ya 
que ellos serán los que juzgaran si procede o no la responsabilidad. A partir de esto surge 
la situación de saber qué es lo injustificadamente erróneo o arbitrario. 
 Como vimos, existen muchas discusiones de su alcance, incluso la misma 
Comisión, uno de sus integrantes los tomó como sinónimos y a lo largo de su discusión 
nos dimos cuenta que realmente son distintos, incansablemente hemos señalado que el 
error es por una equivocación, por no tener presente ciertas cosas, de “buena fe” como 
dice un autor, pero lo arbitrario es por un capricho del juez, existe conciencia de este, 
provocando un perjuicio y por su cargo el delito prevaricación. 
 Otro tema que señalamos a propósito del error judicial fue respecto al 
procedimiento para solicitar la indemnización, donde la Corte Suprema tiene un rol 
declarativo, para pasar posteriormente a sede civil y calcular los perjuicios patrimoniales 
sufridos (comprendiendo como sabemos el daño emergente y lucro cesante) y el daño 
moral provocado.  
 El procedimiento se puede entender gracias a otro instrumento fundamental en 
esta indemnización por error judicial y es el Auto Acordado  publicado el 24 de mayo de 
1996 quien nos da las directrices procesales para llevar a cabo el resarcimiento.  Por lo 
tanto no será la Corte Suprema quien señale el resarcimiento, sino el mismo Tribunal de 
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Primera Instancia quien lo señalará, en un procedimiento breve y sumario y con la 
característica que se analizará la prueba en conciencia.  
 La jurisprudencia claramente tiene una cabida, aún cuando no existan tantos 
fallos favorables (por todas las razones anteriormente explicadas) debido a que señalan 
qué entienden ellos por injustificadamente erróneo o arbitrario, situación crucial para 
señalar si en lo juzgado por estos procede o no indemnización, siendo en su mayoría una 
negativa rotunda, siempre por no encontrar el carácter injustificado en ello. 
 Todo esto nos hace ver que definitivamente y aún cuando la evolución 
Constitucional nos dice que se modificó lo señalado al error desde la Constitución de 
1925 en la de 1980, aún así la aplicación es escasa y deja en la indefensión a mucha gente, 
cuestionándonos qué tan garantista llega a ser este precepto, si el mismo legislador lo ha 
dejado en  “stand by” para su posible reformulación y que mas que mal se repare el daño 
que se ha provocado sobre todo en su honor, en su identidad hacia la sociedad, respecto 
de su persona y en cuanto a rehacer su vida, perdiendo incluso posibilidades de trabajo. 
Es por eso que debería volver a entablarse una discusión respecto al alcance de este 
precepto, para que su aplicación sea más amplia y que se configure para casos a los que sí 
pueda garantizarles su reparación.  
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